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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 CASACIÓN N.° 3372-2023 
 PIURA 

Fundado el recurso de casación  

1. La Sala Penal Superior dosificó la 
reparación civil sin mayor sustentación, 
evidenciándose una vulneración del 
principio constitucional de la debida 
motivación jurisdiccional, lo que 
conlleva corregir este extremo de la 
sentencia de apelación. 
2. La Corte Suprema reconoce el 
ineludible derecho de los parientes a ser 
indemnizados bajo la figura del daño 
moral reflejo, en atención a la particular 
y estrecha relación jurídica que 
mantenían los padres con el occiso. E, 
igualmente, resulta innegable el inmenso 
dolor, aflicción y desamparo psicológico 
padecido por los padres al perder a un 
hijo de 21 años, quien cursaba 
satisfactoriamente el octavo ciclo de la 
carrera de Ingeniería Ambiental. Ello, 
además, aparece reforzado en el literal 
c) del artículo 45 del Código Penal. 
3. Por consiguiente, los agravios 
postulados en el recurso de casación 
resultan amparables en cuanto a la 
necesidad de incrementar la reparación 
civil.  

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, veintiséis de mayo de dos mil veintiséis 

 

VISTOS: en audiencia pública, el 

recurso de casación ordinario interpuesto por la defensa técnica de 

los actores civiles Ricardo Demetrio Chirito Rosales y Marlene 

Maximina Flores Temoche contra la sentencia de apelación, del 21 

de septiembre de 20231. La cual confirmó en parte la sentencia de 

primera instancia, en el extremo en que condenó a Darwin David 

Miranda Garay como autor del delito de homicidio culposo, en 

agravio de Ricardo Humberto Chirito Flores, y fijó la reparación civil 

en S/60 000 (sesenta mil soles). Asimismo, revocó el extremo de la 
 

1 Expedida por la Tercera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 
Justicia de Piura. 
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sentencia que estableció que la reparación civil sea abonada por el 

seguro del camión y dispuso que sea pagada por el condenado 

Darwin David Miranda Garay de forma solidaria con el tercero 

civilmente responsable Teodoro Garay Coveñas, en diez cuotas de 

S/6000 (seis mil soles) cada una. 

Intervino como ponente el señor juez supremo PRADO SALDARRIAGA. 

FUNDAMENTOS 

I. Marco legal de pronunciamiento 

Primero. La casación es un recurso extraordinario y limitado, ya que 

solo procede por las causales taxativamente previstas en la ley. 

Además, tiene por función operativa el análisis de la correcta 

aplicación del derecho material, la observancia de las normas del 

debido proceso y, sobre todo, la necesidad de producción de 

doctrina jurisprudencial para unificar los criterios hermenéuticos de 

los Tribunales de Justicia. Respecto a su interposición y su admisión, 

rigen las reglas fijadas en los artículos 405, 427, 429, 430 y 432 del 

Código Procesal Penal (en adelante, CPP). Ello también ha sido 

reiterado por este Supremo Tribunal en el Auto de Calificación del 

Recurso de Casación n.° 2609-2022/Puno, en los siguientes términos:  

La casación es un recurso extraordinario y limitado porque su procedencia 

debe ser verificada por las causales taxativamente previstas en la ley, cuyo 

ámbito de análisis comprende la correcta aplicación del derecho material, 

la observancia de las normas del debido proceso y, sobre todo, la 

producción de doctrina jurisprudencial que unifique los criterios de los 

tribunales de justicia; por ello, su interposición y admisión están sujetas a lo 

señalado en el artículo 430 del Código Procesal Penal.  

Segundo. Sobre las bases que fundamentan la cuantía de la 

reparación civil, la doctrina jurisprudencial establecida en el 
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fundamento jurídico séptimo del Acuerdo Plenario n.° 6-2006/CIJ-116, 

del 13 de octubre de 2006, señaló lo siguiente:  

El fundamento de la responsabilidad civil, que origina la obligación de 

reparar, es la existencia de un daño civil causado por un ilícito penal, el 

que obviamente no puede identificarse con la lesión o puesta en 

peligro de un bien jurídico protegido cuya base se encuentra en la 

culpabilidad del agente.  

Tercero. Asimismo, esta Suprema Corte ha fijado pautas 

hermenéuticas y criterios de cumplimiento obligatorio respecto a la 

naturaleza, exigibilidad y tratamiento de la reparación civil en el 

Acuerdo Plenario n.° 4-2019/CIJ-116. En él se ha precisado que la 

acción civil es independiente de la acción penal, a pesar de que 

compartan el mismo hecho histórico u originario. La obligación de 

reparar no nace porque la conducta sea considerada un “delito”, 

sino porque el hecho ha producido un “daño”2 o un menoscabo 

(patrimonial o extrapatrimonial) a la víctima. Además, se ha 

señalado que la resolución judicial debe contener un 

pronunciamiento expreso, exhaustivo y motivado sobre el objeto 

civil, y no hacerlo implica una vulneración de la tutela efectiva. 

Igualmente, se consignó que el cumplimiento o materialización del 

pago de la reparación es esencial para garantizar la eficacia de la 

tutela judicial. 

Cuarto. También cabe destacar que esta Suprema Corte, en la 

Casación n.° 2209-2017/Huaura, delimitó la diferencia entre el proyecto 
 

2 En el Acuerdo Plenario n.° 6-2006/CIJ-116 se definió al daño civil como todo 
efecto negativo que derive de la lesión de un interés protegido. Asimismo, se 
estableció que la reparación debe abarcar dos esferas: (a) daños patrimoniales, 
referidos a la disminución en la esfera económica del perjudicado (daño 
emergente) o el no incremento en su patrimonio o ganancia neta dejada de 
percibir (lucro cesante), y (b) daños no patrimoniales, circunscritos a la lesión de 
derechos o intereses existenciales legítimos (como el daño moral o daño a la 
persona) que afectan bienes inmateriales y no tienen un reflejo patrimonial 
directo. 
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de vida y el daño moral estableciendo una separación estricta basada 

en la titularidad del daño y la naturaleza de la afectación. 

4.1. Al respecto, se ha precisado que la frustración del proyecto de 

vida debe referirse única y exclusivamente a la misma persona 

que sufrió el daño directo (la víctima). Este daño se conceptúa 

como la afectación a la “realización de la persona de acuerdo 

a su vocación”, es decir, al ejercicio de una elección personal 

en cuanto a su futuro. Por consiguiente, la jurisprudencia es 

enfática en señalar que este daño no se transfiere ni se 

extiende a los familiares (cónyuge e hijos). 
4.2. Por el contrario, el daño moral se relaciona con la afectación a 

la integridad psicológica y se vincula con los sentimientos 

expresados en sufrimientos y dolor. Por lo tanto, a diferencia del 

proyecto de vida, la afectación del daño moral sí se extiende a 

la familia de la víctima. La aludida casación reconoce también 

que los parientes sufren de manera autónoma un enorme dolor 

y desamparo por la pérdida de su ser querido, lo que origina un 

“daño reflejo” que legitima a los familiares a exigir un 

resarcimiento dinerario por su propio sufrimiento. 

Quinto. En materia de responsabilidad extracontractual, y 

específicamente de daños generados a las víctimas como 

consecuencia de la comisión de un delito, la ley impone la 

solidaridad. Esto es, la responsabilidad civil por el daño generado es 

asumida por todos los intervinientes en el delito y los que tienen 

responsabilidad civil vicaria o indirecta (terceros civilmente 

responsables). La regla es que todos los responsables del daño 

responden solidariamente3. 

 
3 Véase el tercer considerando de la Casación n.° 695-2018/Lambayeque. 
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Sexto. Por su parte, la teoría general de la responsabilidad civil 

entiende a los daños reflejos por muerte de un pariente como aquel 

daño que se verifica en esferas jurídicas subjetivas diversas respecto a 

las del dañado, víctima directa o inicial del hecho ilícito, en 

consideración a la particular relación jurídica que vincula a esta 

última con los sujetos que lamentan haber sufrido este tipo de daños4.  

II. Hechos imputados 

Séptimo. El representante del Ministerio Público en su requerimiento 

de acusación fiscal imputó a Darwin Miranda Garay que el 12 de 

julio de 2017, alrededor de las 22:30 horas, en circunstancias en que 

conducía el volquete de placa de rodaje n.° P2U-878 por la 

Panamericana, a la altura de la planta de Petroperú, giró con 

exceso de confianza a la izquierda para ingresar a dicha planta, 

invadiendo el carril contrario sin tomar las precauciones debidas. En 

la berma norte, en sentido contrario, el agraviado Ricardo Humberto 

Chirito Flores conducía la motocicleta con placa de rodaje n.° 1006-

DM, la cual fue impactada de manera intempestiva por el volquete 

conducido por el imputado. Este choque violento proyectó el 

cuerpo del agraviado hacia adelante y le causó lesiones 

traumáticas sumamente graves. Tras el accidente, el agraviado fue 

auxiliado por personal del Serenazgo, pero falleció cuatro días 

después en la unidad de cuidados intensivos por una insuficiencia 

respiratoria severa causada por las lesiones del impacto.  

III. Fundamentos de la sentencia de apelación 

Octavo. La Sala Penal Superior analizó y resolvió la apelación 

planteada por la defensa de los actores civiles con base en los 

siguientes argumentos: 

 
4 Espinoza Espinoza citado en la Casación n.° 2209-2017/Huaura, emitida por la 
Sala Civil Permanente de la Corte Suprema.  



 

  

                                                               

        

 
6

CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 CASACIÓN N.° 3372-2023 
 PIURA 

8.1. La Sala rechazó el pedido del actor civil de elevar la reparación 

civil a S/950 000 (novecientos cincuenta mil soles), justificando el 

monto de S/60 000 (sesenta mil soles) mediante la división de 

dos conceptos reparatorios: 

a. Se determinó que los daños económicos ocasionados a los 

deudos (como gastos médicos, ataúd, sepelio, etc.) fueron 

debidamente acreditados con boletas y ascendieron a la 

suma total de S/5000 (cinco mil soles). 

b. Se estableció que el daño más grave causado fue la 

pérdida de la vida de Ricardo Chirito Flores, lo que significó 

la eliminación irreversible de su proyecto de vida. Tomando 

en cuenta que era un joven de apenas 21 años de edad, la 

Sala estimó que la suma de S/55 000 (cincuenta y cinco mil 

soles) resultaba acorde y equitativa para cumplir con la 

finalidad indemnizatoria a favor de su familia. 

8.2. La Sala estableció que correspondía fijar un solo monto 

dinerario por el daño a la persona y el daño moral. Por lo tanto, 

sumó ambas sumas y concluyó que la cifra de S/60 000 (sesenta 

mil soles) fijada inicialmente en primera instancia era correcta y 

debía ser confirmada por el principio de equidad.  

8.3. Por otro lado, la Sala advirtió que el juez de primera instancia 

omitió valorar que existía un contrato de leasing con el banco 

Scotiabank y que Teodoro Garay Coveñas (arrendatario del 

volquete al momento de los hechos) se había constituido 

formalmente como tercero civil responsable desde el 30 de 

enero de 2018. Por consiguiente, se ordenó que la reparación 

civil sea pagada de forma solidaria entre el procesado Darwin 

Miranda Garay y el tercero civil Teodoro Garay Coveñas. 

8.4. La Sala precisó (citando el Recurso de Queja n.° 843-2021 de la 

Corte Suprema) también que el pago del SOAT no excluye la 
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responsabilidad civil del autor del delito ni del tercero civil. En 

ese sentido, argumentó que el SOAT solo cubre daños objetivos 

(gastos por sepelio e indemnización por muerte accidental), 

pero no abarca íntegramente los conceptos de daño moral y 

daño emergente determinados en el proceso penal. 

IV. Argumentos del recurso de casación 

Noveno. La defensa técnica de los actores civiles Ricardo Demetrio 

Chirito Rosales y Marlene Maximina Flores Temoche, en su recurso de 

casación ordinario, alegó vulneración del derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva y a la debida motivación de las resoluciones 

judiciales. Asimismo, invocó la causal prevista en el inciso 1 del 

artículo 429 del CPP. Al respecto, argumentó lo siguiente:  

9.1. Los actores civiles exigieron el incremento de la reparación civil 

a la cantidad de S/971 913 (novecientos setenta y un mil 

novecientos trece soles), ya que no existió un pronunciamiento 

expreso y diferenciado sobre el daño al proyecto de vida de la 

víctima. 

9.2. También sostuvieron que la Sala Superior emitió razonamientos 

genéricos y redundantes, inobservando la doctrina 

jurisprudencial vinculante establecida en las Casaciones n.os 

1714-2018/Lima, 2209-2017/Huaura y 695-2018/Lambayeque y 

los acuerdos plenarios aplicables. 

9.3. Además, se solicitó que el pago no se realice en diez cuotas, 

sino en una sola para garantizar su efectividad. 

V. Trámite del recurso de casación 

Décimo. Recibido formalmente el expediente por este Tribunal 

Supremo, mediante decreto del 15 de diciembre de 2023, se dispuso 

correr traslado a las partes procesales por el término de ley. Luego de 
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notificarse, no se verificó absolución alguna. Por auto de calificación del 

7 de noviembre de 2025, se declaró bien concedido el recurso de 

casación solo por la causal 1 del artículo 429 del CPP, para emitir 

pronunciamiento sobre el quantum de la reparación civil, la motivación 

de la resolución al determinarla y el plazo en que deberá ser cancelada. 

Al respecto, se sostuvo lo siguiente en el punto 3.6. del auto supremo: 

3.6. […] Este Tribunal Supremo considera que debe declararse bien 

concedido el presente recurso con la finalidad de que se establezca si 

existe una vulneración al principio de proporcionalidad en cuanto al 

quantum de la reparación civil y a la debida motivación de 

resoluciones judiciales. 

Undécimo. Por decreto del 24 de marzo de 2026, se programó la 

realización de la audiencia de casación para el 27 de abril de 2026. 

VI. Audiencia de casación 

Duodécimo. La audiencia de casación se llevó a cabo en la fecha 

programada mediante el aplicativo Google Meet. Esta audiencia se 

desarrolló con la presencia del abogado defensor de los recurrentes. 

Decimotercero. En la audiencia de casación, el abogado José 

Alfonso García Chunga sostuvo que el ad quem se apartó de los 

criterios jurisprudenciales sobre la reparación civil. Mencionó que el 

daño reflejo ocasionado a los padres de la víctima y la frustración al 

proyecto de vida del fallecido no se han reparado debidamente. Al 

respecto, precisó que el monto a indemnizar por daño moral debe 

ser fijado en S/750 000 (setecientos cincuenta mil soles) y en 

S/200 000 (doscientos mil soles) por la frustración al proyecto de vida. 

En ese contexto, solicitó que se declare fundado el recurso de 

casación y se eleve el quantum de la reparación civil fijado en la 

sentencia de apelación.  
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Decimocuarto. Culminada la audiencia, se produjo, en sesión 

secreta, la deliberación de la causa y tras la votación respectiva el 

estado del proceso es el de expedir sentencia. Para la lectura de 

esta última, se fijó la presente fecha con las partes que asistan y en 

concordancia con el inciso 4 del artículo 431 del CPP. 

FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL SUPREMO 

I. Examen del recurso 

Decimoquinto. Le corresponde a este Supremo Tribunal, según el 

punto 3.6. del tercer considerando del auto que declaró bien 

concedido el recurso de casación, examinar si el Tribunal Superior 

afectó el principio de proporcionalidad y el deber de motivación al 

momento de cuantificar la reparación civil en S/60 000 (sesenta mil 

soles) y ordenar su pago fraccionado en diez cuotas. E, igualmente, 

contrastar lo resuelto por la instancia de mérito y su compatibilidad 

con las líneas jurisprudenciales establecidas por la Corte Suprema en 

los Acuerdos Plenarios N.os 6-2006/CJ-116 y 4-2019/CIJ-116.  

Decimosexto. Ahora bien, este Supremo Tribunal debe acotar que las 

instancias de grado ya declararon como hecho probado que el 

sentenciado Darwin David Miranda Garay fue penalmente 

responsable de la muerte de Ricardo Humberto Chirito Flores.  

Decimoséptimo. Respecto a la determinación integral de los daños, 

se aprecia que la reparación civil por responsabilidad 

extracontractual derivada de una muerte5 comprende, por un lado, 

la frustración al proyecto de vida y, por otro, la situación de 

 
5 Nuestra Corte Suprema de Justicia ya estableció en línea jurisprudencial, durante 
el siglo pasado, que “para fijar la reparación civil debe tenerse en consideración la 
situación en que queda la familia del agraviado, si éste falleció a consecuencia 
del delito”. Véase HURTADO POZO, José. (2011). Derecho penal. Parte general (4.a 
edición). IDEMSA, p. 438. 
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sufrimiento o desamparo en que queda la familia del agraviado 

cuando este fallece a consecuencia del delito. Esto último ha sido 

catalogado por la doctrina como los daños reflejos a los parientes, 

en atención a la particular y estrecha relación jurídica que 

mantuvieron con el agraviado fallecido. Por otro lado, este Supremo 

Tribunal también tiene en cuenta lo establecido en el literal c) del 

artículo 45 del Código Penal6 respecto a los intereses de la víctima.  

Decimoctavo. Por consiguiente, concierne a los jueces de las 

instancias de mérito pronunciarse rigurosamente sobre la frustración 

al proyecto de vida y al daño moral reflejo ocasionados a los padres 

del occiso, como parte integrante de su deber de brindar tutela 

efectiva. En tal sentido, este Supremo Tribunal advierte que la Sala 

Superior se apartó de esta obligación, pues subsumió bajo un 

argumento genérico de “equidad” todo el daño extrapatrimonial en 

la cantidad de S/55 000 (cincuenta y cinco mil soles) y entendió la 

afectación al proyecto de vida del occiso, pero sin razonar 

específicamente que se trataba de un joven de 21 años de edad y 

que cursaba satisfactoriamente el octavo ciclo de la carrera de 

Ingeniería Ambiental en la Universidad Alas Peruanas. 

Decimonoveno. Atendiendo, pues, a lo antes señalado y analizado, 

este Supremo Tribunal estima pertinente incrementar el quantum de 

la reparación civil. Sobre todo, al ser justificado el menoscabo 

producido en el proyecto de vida de una víctima joven y con 

potencial profesional. Además del sensible sufrimiento de sus 

progenitores7, que asumieron durante cuatro días la agonía que 

padeció su hijo internado en una clínica previamente a su deceso.  

 
6 Idem.  
7 El perito psicólogo Eduardo Carmen Noblecilla afirmó en juicio oral que los 
padres del agraviado recibieron tratamiento psicológico de manera diaria porque 
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Vigésimo. Estando, pues, a lo mencionado, este Supremo Tribunal 

concluye que se ha configurado la causal del inciso 1 del artículo 

429 del CPP. Por consiguiente, corresponde declarar fundada la 

casación planteada por la defensa técnica de los actores civiles e 

incrementar prudencialmente el monto de la reparación civil fijada a 

pagarse en una sola cuota. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los jueces y las juezas de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República 

declararon:  

I. FUNDADO el recurso de casación ordinario interpuesto por la 

defensa técnica de los actores civiles Ricardo Demetrio Chirito 

Rosales y Marlene Maximina Flores Temoche contra la sentencia 

de apelación, del 21 de septiembre de 2023, expedida por la 

Tercera Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de 

Justicia de Piura. En consecuencia, CASARON la referida 

sentencia, en el extremo en que fijó la reparación civil en 

S/60 000 (sesenta mil soles), a ser pagada en diez cuotas; y, 

ACTUANDO EN SEDE DE INSTANCIA, REVOCARON dicho extremo 

y, REFORMÁNDOLO, fijaron la reparación civil en S/400 000 

(cuatrocientos mil soles), suma que contempla integralmente el 

daño moral reflejo y la afectación al proyecto de vida de la 

víctima. Dicho monto será pagado solidariamente en una sola 

cuota entre el sentenciado Darwin David Miranda Garay y el 

tercero civilmente responsable Teodoro Garay Coveñas a favor 

de los actores civiles conforme a ley.  

 
fueron diagnosticados con depresión y reacción de estrés agudo relacionado con 
la muerte de su hijo.  
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II. DISPONER que la presente sentencia casatoria se publique en la 

página web del Poder Judicial y se devuelvan los actuados al 

Tribunal Superior de origen. Hágase saber y archívese. 

SS. 

PRADO SALDARRIAGA 

LUJÁN TÚPEZ 

ALTABÁS KAJATT 

PEÑA FARFÁN 

MAITA DORREGARAY 

VPS/fata  
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